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Exp.- 167/2025/2

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE. 167/2025/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: H. AYUNTAMIENTO DE AXTLA DE TERRAZAS, S.L.P.; DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRANSITO MUNICIPAL DEL H. AYUNTAMIENTO DE AXTLA DE TERRAZAS, S.L.P.; Y EL SECRETARIO GENERAL DEL H. AYUNTAMIENTO DE AXTLA DE TERRAZAS, S.L.P.

	MAGISTRADA: MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a dieciocho de junio de dos mil veintiséis.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 167/2025, promovido por el C. ********** contra actos del H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P.; Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas; y el Secretario General del H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P.
RESULTANDO
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el trece de febrero de dos mil veinticinco, el C. ********** promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo señalando como autoridad demandada al H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P.; Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas; y el Secretario General del H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P., y por los actos que hizo consistir en:
“El cese del suscrito a mi puesto de POLICÍA OPERATIVO A, con el cargo a últimas fechas de DIRECTOR de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Municipio de Axtla de Terrazas, S.L.P.”
II.- Por auto de fecha dieciocho de febrero de dos mil veinticinco, se tuvo por admitida la demanda de la parte actora, ordenándose correrle traslado a las autoridades demandadas para que contestaran lo que a su derecho correspondiera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que se encontraran relacionados.

III.- Por auto de fecha quince de abril de dos mil veinticinco, se tuvo a las diversas autoridades demandadas Síndico; Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal; y, Secretario General; todas pertenecientes al H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P., por contestando la demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora, para los efectos legales que a su derecho correspondiera.

Así mismo, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado; se tuvieron por admitidas como pruebas de las partes, las siguientes:
A la parte actora:  

1.- Impresión de 31 recibos de pago de nómina tocantes al periodo 2023 al 2024, emitidos en favor del actor.

2.- Original del nombramiento de fecha primero de octubre de dos mil veintiuno otorgado al actor del juicio, como Director de Seguridad Pública Municipal del Municipio de Axtla de Terrazas.

3.- Copia fotostática simple del oficio **********, que contiene autorización de permiso sin goce de sueldo de fecha tres de octubre de dos mil veinticuatro.

4.- Copia fotostática simple del acta de cabildo número 95 del Municipio de Axtla de Terrazas.
5.- Copia fotostática simple de la constancia laboral de fecha diecinueve de septiembre de dos mil veinticuatro.

6.- La presuncional legal y humana.

7.- La instrumental de actuaciones.

8.- La testimonial a cargo de dos personas dignas de fe, a quienes deberá presentar el oferente de la prueba debidamente identificados el día en que tenga verificativo la audiencia final, APERCIBIDO que de no hacerlo se declarará DESIERTA dicha probanza, conforme lo establece el numeral 80 del citado ordenamiento.
9.- La documental vía informe que ofrece a cargo del Tesorero Municipal del H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P., en los términos siguientes:

A).- Cuántos días de salario se cubren anualmente por concepto de aguinaldo a los elementos que prestan sus servicios en la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de ese Ayuntamiento.

B).- Cuántos días se concede por concepto de vacaciones anualmente a los elementos que prestan sus servicios en la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de ese Ayuntamiento.

C).- Qué porcentaje sobre los días otorgados por concepto de vacaciones cubre como prima vacacional ese Ayuntamiento a los elementos que prestan sus servicios en la Dirección de Seguridad Pública Municipal y Tránsito Municipal de ese Ayuntamiento.

D).- Que haberes y demás prestaciones el Ayuntamiento de Axtla de Terrazas tiene definido para el personal de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Municipio de Axtla de Terrazas, S.L.P.

A la Síndico Municipal:

1.- Original del escrito de renuncia de fecha tres de enero de dos mil veinticinco, que detalla en el apartado I del capítulo de pruebas de su contestación; documental que se ordena guardar en el Secreto de esta Segunda Sala; previa copia fotostática simple que se deje en autos.
2.- Original del recibo de pago de fecha nueve de enero de dos mil veinticinco, que detalla en el apartado II del capítulo de pruebas de su contestación.
3.- La presuncional lógica, legal y humana.

Al Director de Seguridad Pública:

1.- Copia certificada del escrito de renuncia de fecha tres de enero de dos mil veinticinco, que detalla en el apartado I del capítulo de pruebas de su contestación.
2.- Impresión del recibo de pago de fecha nueve de enero de dos mil veinticinco, que detalla en el apartado II del capítulo de pruebas de su contestación.
3.- La presuncional lógica, legal y humana.

Al Secretario General:

1.- Copia certificada del escrito de renuncia de fecha tres de enero de dos mil veinticinco, que detalla en el apartado I del capítulo de pruebas de su contestación.
2.- La presuncional lógica, legal y humana.

Por otra parte, y en virtud de que las autoridades demandadas exhibieron escrito de renuncia de fecha tres de enero de dos mil veinticinco, y que refirieron fueron signadas por el actor del juicio, y por su parte en su demanda el promovente del juicio, impugno un cese verbal al puesto que  desempeñaba en la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Municipio de Axtla de Terrazas, por lo que se le otorgo a la parte actora el término para que ampliara su demanda, apercibida que en caso de no hacerlo se declararía precluido su derecho para hacerlo y en consecuencia se tendría por no ampliada su demanda. 
IV.- Por auto de fecha tres de junio de dos mil veinticinco, se tuvo a la Tesorera del Municipio de Axtla de Terrazas, S.L.P., por rindiendo el informe ofrecido como prueba por la parte actora., por lo que se ordenó dar vista a las partes del juicio, para todos los efectos legales a que hubiera lugar.

Por otra parte, a la parte actora el apercibimiento formulado en el auto de fecha quince de abril de dos mil veinticinco, y en consecuencia se le tuvo por no ampliando su demanda.

Por último, se señalaron las doce horas del veinticuatro de junio de dos mil veinticinco, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.  

V.- Por auto de fecha veinticuatro de junio de dos mil veinticinco, se tuvo a la parte actora del juicio por promoviendo recurso de reclamación en contra del acuerdo dictado el tres de junio de dos mil veinticinco, por lo que se ordeno remitir a la Sala Superior Unitaria de este Tribunal, para el efecto de que resolviera lo que en derecho correspondiera.

Por otra parte, se ordenó diferir la audiencia señalada en el auto de fecha tres de junio, y una va vez que fuera el momento procesal oportuno se fijaría nueva fecha y hora para su celebración.
VI.- Por auto de fecha veintiocho de octubre de dos mil veinticinco, se tuvo al Secretario de Estudio y Cuenta de la Sala Superior de este Tribunal por remitiendo la resolución dictada en fecha trece de octubre de dos mil veinticinco, dentro del recurso de reclamación **********, la cual confirmó el autor recurrido de tres de junio de dos mil veinticinco dictado por esta Segunda Sala Unitaria.

VII.- Por auto de fecha dieciocho de noviembre de dos mil veinticinco, se señalaron las once horas del diez de diciembre de dos mil veinticinco, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.  

VIII.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de las partes, ni de los testigos propuestos por la parte actora en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, se declaró desierta la prueba testimonial de la parte actora, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no fueron formulados por ninguna de las partes; finalmente se citó para resolver y se turnó el expediente para elaborar el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción XVII, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre el hoy actor, y Autoridades del Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P., como integrante de un cuerpo de seguridad pública, conflicto para el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción; de acuerdo con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- La personalidad del C. **********no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

En cuanto al interés jurídico de las Parte Actora, está  plenamente acreditado con el nombramiento expedido a su favor por el Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P. de Director de Seguridad Pública Municipal del Municipio de Axtla de Terrazas, S.L.P.; así como los diversos recibos de nómina que acompaña en su escrito inicial de  demanda; documentales que obran a fojas de la 12 a la 32 del expediente en el que se actúa, destacándose que las Autoridades Demandadas no controvirtieron la afirmación del Actor en el sentido de que se desempeñaba como policía.
Por otra parte, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda por conducto de la C. **********; quienes comparecieron en su carácter de Síndico, Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal y Secretario General, respectivamente; todos pertenecientes al H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P.; el que acreditaron, la primera con la Declaración de Validez de la elección de los 58 Ayuntamientos del Estado, publicado el tres de octubre de dos mil veinticuatro; y las restantes con copia certificada del nombramiento expedido a su favor, las cuales obran a fojas 53, 54, 62 y 67 del expediente en el que se actúa.

A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado que el hoy actor hizo consistir en:

“El cese del suscrito a mi puesto de POLICÍA OPERATIVO A, con el cargo a últimas fechas de DIRECTOR de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Municipio de Axtla de Terrazas, S.L.P.”
CUARTO.- Antes de entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza una de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, en la especie se actualiza la causal de sobreseimiento, señalada en el artículo 228 fracción X del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, disposición legal que se transcribe a continuación:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:
…

X. Contra actos y resoluciones distintos de los enunciados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal, y

…”

Por otra parte, se debe de señalar que de acuerdo a la ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de San Luis Potosí, en su numeral 70, fracción VI, se desprende que la persona titular de la Presidencia Municipal, tiene como facultad la de nombrar a los servidores públicos municipales, cuya designación no sea facultad exclusiva de Cabildo; y que, en el caso de directores, subdirectores de área, o jefes de área o departamento, así como todo servidor público que ejerza funciones de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, el nombramiento será por el periodo de duración de la administración que los designó; pudiendo removerlos anticipadamente por causa justificada sin que proceda reinstalación o pago de salarios vencidos, más allá del periodo establecido en el nombramiento respectivo,  resultando pertinente realizar la transcripción de dicho numeral: 
LEY ORGANICA DEL MUNICIPIO LIBRE DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

ARTÍCULO 70. La persona titular de la presidencia municipal, es la ejecutiva de las determinaciones del ayuntamiento; tendrá las siguientes facultades y obligaciones:

…

VI. Nombrar a los servidores públicos municipales cuya designación no sea facultad exclusiva del Cabildo, garantizando que las relaciones laborales entre el Ayuntamiento y sus trabajadores, se apeguen a lo dispuesto en la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Tratándose de directores, subdirectores de área, o jefes de área o departamento, así como todo servidor público que ejerza funciones de dirección, inspección, vigilancia y fiscalización, cuando tengan carácter general, así como todas aquellas que por su naturaleza se definan como tales en los catálogos o tabuladores generales de puestos a que se refiere la Ley de los Trabajadores de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, el nombramiento será por el periodo de duración de la administración que los designó; pudiendo removerlos anticipadamente por causa justificada sin que proceda, reinstalación o pago de salarios vencidos, más allá del periodo establecido en el nombramiento respectivo;

…”

A continuación se procede a digitalizar el nombramiento expedido a la parte actora del juicio:**********
Tal y como se puede advertir el C. **********fue nombrado por el Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P., como DIRECTOR DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DEL MUNICIPIO DE AXTLA DE TERRAZAS, S.L.P., con fundamento en lo dispuesto por el artículo 70 de la Ley Orgánica del Municipio Libre para el Estado de San Luis Potosí, es decir el nombramiento será por el periodo de duración de la administración que lo designo, pudiendo removerlos anticipadamente por causa justificada sin que proceda, reinstalación o pago de salarios vencidos, más allá del periodo establecido en el nombramiento respectivo;


Documental a la cual se le otorga valor probatorio pleno de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


Así mismo se desprende del escrito inicial de demanda, en el capítulo identificado como “ANTECEDENTES DEL CASO”, que en el punto número 1 la propia parte actora manifiesta que a últimas fechas se desempeñaba como Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Municipio de Axtla de Terrazas, S.L.P.; resultando pertinente realizar su transcripción:
“…

1. En fecha 15 de Septiembre del 2006, ingresé a prestar mis servicios para el Ayuntamiento de Axtla de Terrazas, S.L.P., en la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Municipio de Axtla de Terrazas, S.L.P., donde fui asignado para prestar mis servicios como Policía Operativo A. Mis funciones eran seguridad a la población bajo recorridos de patrullaje y vigilancia, y las inherentes a la prevención del delito, funciones que a últimas fechas realizaba con el cargo que desempeñaba de Director General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Municipio de Axtla de Terrazas, S.L.P.

…”

De lo anteriormente transcrito se desprende que es la propia parte actora la que manifiesta que fue contratado como Director General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Municipio de Axtla de Terrazas, S.L.P., realizando funciones inherentes a su cargo, confesional expresa que hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72 fracción I, 77 y 78 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.


Aunado a lo anterior, se desprende que la parte actora acompaña treinta y un recibos de pago de salario, referentes a los periodos de 2023 al 2024, mismos que obran a fojas  de la 12 a la 31 del expediente en el que se actúa, y que hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en los cuales se desprende que el puesto de la parte actora era de Director perteneciente al departamento de Seguridad Pública y Tránsito Municipal.

Es decir, de las probanzas anteriormente analizadas se desprende que la parte actora tenía el puesto de Director de Seguridad Pública Municipal en el Municipio de Axtla de Terrazas, S.L.P.


Motivo de lo anterior, se puede decir que a dicho cargo no le es aplicable la Comisión de Honor y Justicia para la destitución de su encargo, ya que no pertenecen a la carrera policial, ello en virtud, de que son nombrados directamente por el Presidente Municipal en ejercicio de sus facultades, de acuerdo a lo previsto con el numeral anteriormente citado, por lo que resultan ser trabajadores de confianza, resultando aplicable los siguientes criterios jurisprudenciales:
Suprema Corte de Justicia de la Nación

Registro digital: 2001527

Instancia: Segunda Sala

Décima Época

Materias(s): Laboral

Tesis: 2a./J. 67/2012 (10a.)

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XI, Agosto de 2012, Tomo 1, página 957

Tipo: Jurisprudencia

TRABAJADORES ADMINISTRATIVOS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. NO ESTÁN SUJETOS AL RÉGIMEN DE EXCEPCIÓN DE DERECHOS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, CONSTITUCIONAL, POR LO QUE LA RELACIÓN QUE MANTIENEN CON AQUÉLLAS ES DE NATURALEZA LABORAL.

De la interpretación del artículo referido, en relación con el numeral 73 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, se advierte que el régimen de excepción de derechos previsto en el precepto constitucional, sólo es aplicable a los miembros de las instituciones policiales que realicen la función de policía y que estén sujetos al Servicio Profesional de Carrera Policial; en consecuencia quienes, aun perteneciendo a dichas instituciones (trabajadores administrativos) no realicen funciones similares a las de investigación, prevención y reacción en el ámbito de seguridad pública y no estén sujetos al sistema de carrera policial, mantienen una relación de naturaleza laboral con tales instituciones, la cual se rige en términos de la fracción XIV del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Contradicción de tesis 93/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo del Vigésimo Circuito y Séptimo en Materia Administrativa del Primer Circuito. 30 de mayo de 2012. Mayoría de tres votos. Disidentes: Margarita Beatriz Luna Ramos y Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Jonathan Bass Herrera.

Tesis de jurisprudencia 67/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del seis de junio de dos mil doce.

Suprema Corte de Justicia de la Nación

Registro digital: 2014877

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Laboral

Tesis: I.6o.T. J/43 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 45, Agosto de 2017, Tomo IV, página 2744

Tipo: Jurisprudencia

TRABAJADORES AL SERVICIO DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES EN LOS TRES ÓRDENES DE GOBIERNO QUE NO PERTENEZCAN A LA CARRERA POLICIAL. POR DISPOSICIÓN LEGAL EXPRESA, SE CONSIDERAN DE CONFIANZA.

De conformidad con el artículo 73 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, las relaciones jurídicas entre las instituciones policiales y sus integrantes se rigen por la fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; esa ley y demás disposiciones legales aplicables establecen expresamente que todos los servidores públicos de dichas instituciones, en los tres órdenes de gobierno, que no pertenezcan a la carrera policial, se considerarán trabajadores de confianza, por lo que los efectos de su nombramiento podrán darse por terminados en cualquier momento; de ahí que, al derivar dicha calidad de la ley, es innecesario que se acrediten las funciones desempeñadas de las contenidas en el artículo 5o. de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado para saber si corresponden a las de dirección, decisión, administración, inspección, vigilancia o fiscalización y, por ende, si son o no propias de un empleo de confianza, pues el fundamento para que éstos sean considerados trabajadores con tal calidad, se encuentra en la normativa referida.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 2117/2014. José Alejandro Andrade Páez. 25 de junio de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Carolina Pichardo Blake. Secretaria: Teresa de Jesús Castillo Estrada. 

Amparo directo 269/2016. Rocío Nancy Santiago Parra. 16 de junio de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Alberto González Álvarez. Secretaria: Margarita Cornejo Pérez. 

Amparo directo 690/2016. Jorge Enrique Vélez Hernández. 29 de septiembre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Genaro Rivera. Secretaria: Virginia Fabiola Rosales Gómez.

Amparo directo 33/2017. Secretaría de Gobernación. 30 de marzo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Alberto González Álvarez. Secretaria: Gladys Eliza González León. 

Amparo directo 320/2017. 18 de mayo de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Norma Nelia Figueroa Salmorán, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera de Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: Sandra Iliana Reyes Carmona.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de agosto de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de agosto de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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IMPROCEDENCIA DE LA VÍA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HUBIERE ADMITIDO, EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE LIMITARSE A SOBRESEER EN EL JUICIO.

Conforme al artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, es improcedente el juicio ante el Tribunal Federal de Justicia Administrativa contra actos que no le competa conocer a dicho Tribunal; de modo que si se demanda algún acto ajeno a su competencia material prevista en los artículos 14 y 15 de la Ley Orgánica que lo rige, la consecuencia necesaria, cuando la demanda respectiva se hubiere admitido, es que deba sobreseerse en el juicio, con apoyo en la fracción II del artículo 9o. del primer ordenamiento citado, acorde con la cual, procede el sobreseimiento cuando durante el juicio aparezca o sobrevenga alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo 8o. mencionado. Ahora bien, como ninguno de estos preceptos, ni alguno otro de la propia ley, disponen que al actualizarse la improcedencia –y el consecuente sobreseimiento en el juicio– también deba precisarse en la propia resolución cuál es, en su caso, la diversa autoridad a quien compete el conocimiento del asunto, se concluye que en estos supuestos el legislador estableció una causal sustentada en la improcedencia de la vía y, por ello, no existe obligación legal del Tribunal de señalar a qué otra autoridad han de remitirse los autos, ni debe esperar a que ésta decida si acepta o no la competencia, y menos aún condicionar la improcedencia del juicio hasta que se decida un posible conflicto competencial entablado con el órgano al que se le declinó competencia, a fin de que hasta este último momento se decrete la firmeza del sobreseimiento. En efecto, no deben confundirse las figuras jurídicas de la incompetencia y de la improcedencia de la vía, pues mientras la primera implica la apertura de un procedimiento para determinar qué órgano jurisdiccional se hará cargo de la demanda, ya sea porque una autoridad decline su conocimiento, o bien, pida a otra que se inhiba de ello; la segunda exclusivamente conlleva la determinación unilateral de rechazar la demanda porque ante quien se presentó carece de atribuciones para conocer de las pretensiones del actor, quedando a salvo sus derechos para hacerlos valer ante la autoridad que elija como la competente. En consecuencia, como la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no dispone expresamente la apertura de un trámite competencial cuando se estime que el juicio es improcedente, porque el acto cuya nulidad se demandó no le compete conocerlo al Tribunal Federal de Justicia Administrativa, ante esta clara improcedencia de la vía, cuando la demanda hubiere sido admitida, dicho órgano jurisdiccional debe limitarse a sobreseer en el juicio, pues al carecer de facultades expresas para la apertura de un trámite competencial, hecha excepción de los conflictos originados al seno del propio Tribunal por razón de territorio, tampoco debe actuar en un sentido no autorizado por la ley, si se toma en cuenta que conforme al principio de legalidad sólo puede hacer lo que ésta le permite y, además, con ese proceder tampoco se restringen las defensas del actor, al contar con medios de impugnación a su alcance para combatir el sobreseimiento referido.

Contradicción de tesis 389/2016. Entre las sustentadas por la Primera y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 26 de abril de 2018. Mayoría de seis votos de los Ministros Margarita Beatriz Luna Ramos, Norma Lucía Piña Hernández en contra de las consideraciones, Eduardo Medina Mora I. con el proyecto original, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales; votaron en contra Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ausentes: José Ramón Cossío Díaz y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis 2a./J. 146/2015 (10a.), de título y subtítulo: "INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS.", aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo II, noviembre de 2015, página 1042, y

Tesis 2a. CXXII/2015 (10a.), de título y subtítulo: "ACCESO A LA JUSTICIA. SUPUESTO EN QUE LA CARGA PROCESAL DE PRESENTAR UNA DEMANDA ANTE AUTORIDAD COMPETENTE SE CONSTITUYE EN UN OBSTÁCULO QUE VACÍA DE CONTENIDO ESE DERECHO FUNDAMENTAL.", aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 24, Tomo II, noviembre de 2015, página 1297, y

El criterio sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver los amparos directos en revisión 1159/2014 y 5739/2015.

El Tribunal Pleno, el nueve de julio en curso, aprobó, con el número 21/2018 (10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de julio de dos mil dieciocho.

Esta tesis se publicó el viernes 07 de septiembre de 2018 a las 10:16  horas  en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de septiembre de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
Motivo de lo anteriormente expuesto, en la especie se actualiza la causal de sobreseimiento, señalada en el artículo 228 fracción X del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que ha quedado demostrado que el C. **********fue nombrado por el Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Zaragoza, S.L.P., ya que el mismo, al tener cargo de dirección, es trabajador de confianza, y  no tienen servicio de carrera policial, para que con ello le pueda hacer aplicada para su baja, la Comisión de Honor y Justicia.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1° párrafo segundo 7° fracción I Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con los artículos 228 fracción X, 248, 249, 251, 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Por las razones expuestas en el considerando Cuarto de la presente resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO  del presente juicio.**********
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por vía electrónica a las Autoridades Demandadas.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
